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En la ciudad de La Paz, Baja California Sur, a catorce de enero del dos 

mil veintidós; VISTOS los autos del procedimiento de responsabilidad 

administrativa contenido en el expediente registrado bajo el número 075/2020-

LRA-II, seguido en contra de ***************************, en su calidad de servidor 

público con el cargo de Primer Visitador General de la Comisión de Derechos 

Humanos Baja California Sur, por su presunta responsabilidad de una falta 

administrativa grave; el suscrito Magistrado de esta Segunda Sala Instructora 

del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, ante el 

Secretario de Estudio y Cuenta, quien da fe, y de conformidad a los artículos 

207 y 209 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y los 

Municipios de Baja California Sur, procede a emitir sentencia definitiva en los 

siguientes términos: 

R E S U L T A N D O S : 

I. Con acuerdo de fecha seis de octubre de dos mil veinte, se tuvo 

por recibido el oficio número CEDHBCS/CI-024/2020, presentado ante Oficialía 

de Partes de este Tribunal de Justicia Administrativa en el Estado, en fecha uno 

de octubre de dos mil veinte, signado por el TITULAR DE LA UNIDAD DE 

SUBSTANCIACIÓN Y RESOLUCIÓN DEL ÓRGANO INTERNO DE 

CONTROL DE LA COMISIÓN ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS DE 

BAJA CALIFORNIA SUR, a través remitió los autos originales del expediente 

de Responsabilidad Administrativa 01/2020, Instaurado en contra de 

***************************, se formó expediente y se registró en el libro de 

gobierno de este Tribunal bajo el número 075/2020-LRA-II; y en consecuencia, 

se ordenó notificar la recepción del expediente a las partes. (visible en fojas de 

la 166 y 167 de autos) 

II. Mediante acuerdo de fecha seis de noviembre de dos mil veinte, 

se tuvieron por ofrecidas, admitidas y desahogadas por su propia y especial 

naturaleza las pruebas documentales que integran el expediente de presunta 

responsabilidad administrativa y que fueron aportadas por la Unidad de 

Investigación del Órgano Interno de Control de la Comisión Estatal de Derechos 

Humanos de Baja California Sur; así como las aportadas en la audiencia inicial 

llevada a cabo ante la autoridad substanciadora en fecha veintiocho de agosto 

de dos mil veinte por el C. ***************************, las cuales se tuvieron por 

admitidas y desahogadas por su propia y especial naturaleza; no obstante el 

presunto responsable, en la continuación de la audiencia inicial relativa al 

procedimiento de responsabilidad administrativa, celebrada el veintiocho de 

septiembre de dos mil veinte, ante el Titular de la Unidad de Sustanciación y 

Resolución del Órgano Interno de Control de la mencionada comisión, realizo 

diversas manifestaciones respecto al oficio CEDHBCS/CI-014/2020 y sus 

anexos (fojas 153 a 162), solicitando se requiera directamente al Presidente de 

la Comisión Estatal de Derechos Humanos en Baja California Sur, para efecto 
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de que otorgara respuesta congruente y exhaustiva al escrito de fecha 

veintiocho de agosto de dos mil veinte y que exhibiera la documentación 

solicitada en dicho ocurso, por lo que se estimó necesario requerir al Presidente 

de La Comisión Estatal de Derechos Humanos en Baja California Sur, para que 

otorgue respuesta al referido escrito. (visible en fojas de la 171 a la 175 de 

autos) 

III. Mediante acuerdo de fecha veintitrés de noviembre de dos mil 

veinte, se tuvo por recibido el oficio sin número, presentado ante Oficialía de 

Partes de este Tribunal de Justicia Administrativa en el Estado, en fecha 

diecisiete de noviembre de dos mil veinte, signado por el Presidente de la 

Comisión Estatal de Derechos Humanos de Baja California Sur, y anexo que 

acompaña, consistente en disco CD-R, en ese sentido, se advirtió que la 

impresión en comento coincide, en su integridad, con el oficio número 

CEDHBCS/CI-014/2020, de fecha quince de septiembre de dos mil veinte, 

suscrito por el Titular de la Unidad de Sustanciación y Resolución del Órgano 

Interno de Control de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Baja 

California Sur, dirigido al presunto responsable, por lo que se tuvo al Presidente 

de la mencionada Comisión atendiendo al requerimiento formulado; y se ordenó 

correr traslado con copia simple de la impresión de referencia, al C. 

***************************, para que manifieste lo que a su derecho convenga. 

(visible en foja187 y 188 frente de autos). 

IV. Por acuerdo de fecha once de diciembre de dos mil veinte, se 

tuvo por satisfecho los puntos 1, 2 y 3, del escrito petitorio relativo a la prueba 

que se analiza; sin que obste a lo anterior, lo manifestado por su oferente en 

cuanto a que lo pidió al Presidente de la multicitada Comisión, esta Sala 

Instructora advierte que el informe que se analiza, contrario a lo que sostiene el 

oferente, si es completa y suficiente, atento a lo pedido; en consecuencia, se 

concluye que la respuesta otorgada en su oportunidad por el Titular de la Unidad 

de Sustanciación y Resolución del Órgano Interno de Control de la Comisión 

Estatal de Derecho Humanos de Baja California Sur, en fecha quince de 

septiembre del año en curso, en el oficio CEDHBCS/CI-014/2020, cuyo 

contenido hace suyo el Presidente de la mencionada Comisión, se ajusta a lo 

solicitado por el oferente de la probanza en estudio, por lo que se tiene por 

desahogada la misma, para los efectos legales a que haya lugar. (visible en 

fojas de la 199 a la 201 de autos) 

V. Mediante acuerdo de fecha tres de marzo de dos mil veintiuno, 

se da cuenta con un oficio sin número, presentado ante Oficialía de Partes de 

este Tribunal de Justicia Administrativa, en fecha dos de marzo del año dos mil 

veintiuno, signado por el Titular de la Unidad de Sustanciación y Resolución del 

Órgano Interno de Control de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 

Baja California Sur, con copia y anexo que acompaña, mediante el cual 
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manifiesta que en fecha dieciséis de febrero del año en curso, el Presidente de 

la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Baja California Sur, lo nombro 

Titular de la Unidad de Sustanciación y Resolución del Órgano Interno de 

Control de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Baja California Sur, lo 

cual se demuestra con copia certificada de su nombramiento: por tanto, se le 

tuvo por acreditado dicho carácter. (visible en foja 205 de autos) 

VI. Por acuerdo de fecha veintinueve de septiembre de dos mil 

veintiuno y visto que no existían diligencias pendientes para mejor proveer ni 

más pruebas por desahogar, consecuentemente, se declaró abierto el periodo 

de alegatos por un plazo de cinco días comunes para las partes. (visible en foja 

208 de autos) 

VII. Con acuerdo de fecha quince días de octubre de dos mil 

veintiuno, una vez fenecido el plazo para alegatos, sin que alguna de las partes 

lo hayan realizado, en consecuencia, se declaró cerrada la instrucción y se citó 

a las partes para oír sentencia definitiva. (visible en foja 209 de autos). 

C O N S I D E R A N D O S : 

PRIMERO. Competencia.  

Esta Segunda Sala Instructora del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Baja California Sur, es competente para conocer y resolver en 

definitiva el procedimiento de responsabilidad administrativa en que se actúa, 

por así disponerlo el artículo 157 fracciones III y V de la Constitución Política del 

Estado de Baja California Sur, en los artículos 1, 2, 16 y 35 de la Ley Orgánica 

del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, 

artículos 1, 7, 8, 9, 12, 58, 111, 207 y 209 de la Ley de Responsabilidades 

Administrativas del Estado y Municipios de Baja California Sur, y en relación con 

los numerales 1, 3, 4, 9, 19 fracciones X y XX y 38 del Reglamento Interior del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur. 

SEGUNDO. Antecedentes. 

I. Mediante oficio CEDHBCS-DA-009-2020, de fecha dos de mayo 

de dos mil veinte, emitido por el Director de Administración de la Comisión 

Estatal de los Derechos Humanos de Baja California Sur, y dirigido al Contralor 

Interno de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Baja California Sur, 

mediante el cual solicita a dicho órgano de control investigue y en su caso inicie 

un procedimiento administrativo sancionatorio al servidor público Mtro. 

***************************, Primer Visitador General, quien es presunto 

responsable del incumplimiento en la comprobación de viáticos, respecto de 

trece comisiones llevadas a cabo del mes del mes de junio del año dos mil 

diecinueve al mes de febrero de dos mil veinte, anexando las documentales 

consistente en:  
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 Póliza de cheque 1069, por la cantidad de $1,950.00 (mil novecientos 

cincuenta pesos 00/100 moneda nacional) visible a foja 020 frente de 

autos. 

 Oficio número CEDHBCS/134/2019 de fecha veinte de junio de dos mil 

diecinueve, emitido por el Presidente de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos, para efecto de que se le otorguen viáticos al Mtro. 

***************************, visible a foja 021 frente de autos 

 Orden de administración de viáticos nacionales por el monto de 

$1,950.00 (mil novecientos cincuenta pesos 00/100 moneda nacional) 

visible a foja 022. 

 Póliza de cheque 1077, por la cantidad de $9,75.00 (novecientos setenta 

y cinco pesos 00/100 moneda nacional) visible a foja 023 frente de autos. 

 Orden de administración de viáticos nacionales por el monto de $9,75.00 

(novecientos setenta y cinco pesos 00/100 moneda nacional) visible a 

foja 024. 

 Oficio número CEDHBCS-P-156/19, de fecha dos de julio de dos mil 

diecinueve, emitido por el Presidente de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos, para efecto de que se le otorguen viáticos al Lic. 

***************************, visible a foja 025 frente de autos. 

 Póliza de cheque 1080, por la cantidad de $2,000.00 (dos mil pesos 

00/100 moneda nacional) visible a foja 026 frente de autos. 

 Orden de administración de viáticos nacionales de fecha cinco de julio 

de dos mil diecinueve, por los montos de $1,250.00 (mil doscientos 

cincuenta pesos 00/100 moneda nacional) y $750.00 (setecientos 

cincuenta pesos 00/100 moneda nacional) respectivamente, visible a 

foja 027. 

 Oficio número CEDHBCS-P-173/19 de fecha cinco de julio de dos mil 

diecinueve, emitido por el Presidente de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos, mediante el cual instruye se le otorguen viáticos al 

Lic. ***************************, visible a foja 028 frente de autos. 

 Tres comprobantes fiscales digitales por internet; de fechas catorce, seis 

y diecisiete, de julio de dos mil diecinueve; serie FCNN, CFDI y A; por 

las cantidades de $740.01, 242.00 y $555.00, respectivamente. 

 Póliza de cheque 1083, por la cantidad de $12,300.00 (doce mil 

trescientos pesos 00/100 moneda nacional) visible a foja 032 frente de 

autos. 

 Oficio número CEDHBCS/175/2019 de fecha ocho de julio de dos mil 

diecinueve, emitido por el Presidente de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos, mediante el cual comisiona al Maestro 

***************************, para viajar a la ciudad de México, para la 
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realización de diversos eventos señalados en el referido oficio de 

comisión, visible a foja 033 frente de autos. 

 Orden de administración de viáticos nacionales de fecha ocho de julio 

de dos mil diecinueve, por el monto total de $12,300.00 (doce mil 

trescientos pesos 00/100 moneda nacional), visible a foja 034. 

 Oficio número CEDHBCS/193/2019 de fecha nueve de julio de dos mil 

diecinueve, emitido por el Presidente de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos, mediante el cual instruye se le otorguen viáticos 

tanto al Lic. *************************** como al referido presidente, visible 

a foja 036 frente de autos. 

 Orden de administración de viáticos nacionales de fecha ocho de julio 

de dos mil diecinueve, por el monto total de $2,625.00 (dos mil 

seiscientos veinticinco pesos 00/100 moneda nacional), visible a foja 

037. 

 Póliza de cheque 1101, por la cantidad de $2,625.00 (dos mil seiscientos 

veinticinco pesos 00/100 moneda nacional) visible a foja 038 frente de 

autos. 

 Oficio número CEDHBCS/252/2019 de fecha uno de agosto de dos mil 

diecinueve, emitido por el Presidente de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos, mediante el cual instruye se le otorguen viáticos al 

Maestro ***************************, visible a foja 039 frente de autos. 

 Orden de administración de viáticos nacionales de fecha uno de agosto 

de dos mil diecinueve, por el monto total de $2,625.00 (dos mil 

seiscientos veinticinco pesos 00/100 moneda nacional), visible a foja 

040. 

 Póliza de cheque 1111, por la cantidad de $6,600.00 (seis mil seiscientos 

pesos 00/100 moneda nacional) visible a foja 041 frente de autos. 

 Oficio número CEDHBCS/266/2019 de fecha catorce de agosto de dos 

mil diecinueve, emitido por el Presidente de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos, mediante el cual instruye se le otorguen viáticos 

tanto al referido presidente como al Maestro *************************** y 

al Lic. ***************************, visible a foja 042 frente de autos. 

 Orden de administración de viáticos nacionales de fecha catorce de 

agosto de dos mil diecinueve, por el monto total de $6,600.00 (seis mil 

seiscientos pesos 00/100 moneda nacional), visible a foja 043. 

 Oficio número CEDHBCS/335/2019 de fecha veintitrés de agosto de dos 

mil diecinueve, emitido por el Presidente de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos, mediante el cual instruye se le otorguen viáticos 

tanto al referido presidente como al Maestro ***************************, 

visible a foja 045 frente de autos. 
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 Orden de administración de viáticos nacionales de fecha veintitrés de 

agosto de dos mil diecinueve, por el monto total de $20,500.00 (veinte 

mil quinientos pesos 00/100 moneda nacional), visible a foja 046. 

 Póliza de cheque 1141, por la cantidad de $13,200.00 (trece mil 

doscientos pesos 00/100 moneda nacional) visible a foja 047 frente de 

autos. 

 Oficio número CEDHBCS/422/2019 de fecha seis de septiembre de dos 

mil diecinueve, emitido por el Presidente de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos, mediante el cual instruye se le otorguen viáticos al 

Maestro ***************************, visible a foja 048 frente de autos. 

 Orden de administración de viáticos nacionales de fecha seis de 

septiembre de dos mil diecinueve, por el monto total de $13,200.00 

(trece mil doscientos pesos 00/100 moneda nacional), visible a foja 049. 

 Oficio número CEDHBCS/655/2019 de fecha ocho de noviembre de dos 

mil diecinueve, emitido por el Presidente de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos, mediante el cual instruye se le otorguen viáticos al 

Mtro. ***************************, visible a foja 052 frente de autos. 

 Orden de administración de viáticos nacionales de fecha ocho de 

noviembre de dos mil diecinueve, por el monto total de $1,650.00 (mil 

seiscientos cincuenta pesos 00/100 moneda nacional), visible a foja 053. 

 Oficio número CEDHBCS/723/2019 de fecha dos de diciembre de dos 

mil diecinueve, emitido por el Presidente de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos, mediante el cual instruye se le otorguen viáticos 

tanto al Lic. *************************** como al referido presidente, visible 

a foja 055 frente de autos. 

 Orden de administración de viáticos nacionales de fecha dos de 

diciembre de dos mil diecinueve, por el monto total de $8,200.00 (ocho 

mil doscientos pesos 00/100 moneda nacional), visible a foja 056. 

 Oficio número CEDHBCS/05/2020 de fecha ocho de enero de dos mil 

veinte, emitido por el Presidente de la Comisión Estatal de los Derechos 

Humanos, mediante el cual instruye se le otorguen viáticos al Mtro. 

***************************, visible a foja 058 frente de autos. 

 Orden de administración de viáticos nacionales de fecha nueve de enero 

de dos mil veinte, por el monto total de $1,650.00 (mil seiscientos 

cincuenta pesos 00/100 moneda nacional), visible a foja 059. 

 Reporte de transferencia SPEI sucursal Bancaria Banorte, de fecha dos 

de diciembre de dos mil diecinueve, visible a foja 054. 

 Reporte de transferencia SPEI sucursal Bancaria Banorte, de fecha diez 

de enero de dos mil veinte, visible a foja 057. 

 Comprobante fiscal digital por internet, visible a foja 060. 



 
DENUNCIANTE: COMISIÓN ESTATAL 
DE DERECHOS HUMANOS DE BAJA 
CALIFORNIA SUR. 
PRESUNTO RESPONSABLE: *********. 
EXPEDIENTE No. 075/2020-LRA-II. 
 

 

7 
 

 Informe de Comisión de fecha once de enero de dos mil veinte, emitido 

por el MTR. ***************************, visible a foja 061. 

 Reporte de gastos realizados con recursos del viatico, emitido por el 

MTR. ***************************, visible a foja 062. 

 Con la factura B 26620, sello digital de CDFI, de fecha diez de enero de 

dos mil veinte, por la cantidad de $298.70 (doscientos noventa y ocho 

pesos 70/100 moneda nacional) visible a foja 063. 

 Reporte de transferencia SPEI sucursal Bancaria Banorte, de fecha 

veintisiete de febrero de dos mil veinte, visible a foja 064. 

 Oficio número CEDHBCS/133/2020 de fecha veintisiete de febrero de 

dos mil veinte, emitido por el Presidente de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos, mediante el cual instruye se le otorguen viáticos al 

Mtro. ***************************, visible a foja 065 frente de autos. 

 Orden de administración de viáticos nacionales de fecha veintisiete de 

febrero de dos mil veinte, por el monto total de $4,2750.00 (cuatro mil 

doscientos setenta y cinco pesos 00/100 moneda nacional), visible a foja 

066. 

 Cuatro tickets ilegibles en parte, aparentemente emitidos por Arco, 

Repsol, Chevron y BBVA Bancomer, visibles a foja 067. 

II. Mediante acuerdo de fecha cuatro de mayo de dos mil veinte, la 

Unidad de Investigación del Órgano de Control de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos de Baja California Sur, da cuenta del oficio número 

CEDHBCS-DA-009-2020 de fecha dos de mayo de dos mil veinte, suscrito por 

el Director de Administración de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos 

de Baja California Sur, así como de sus anexos, mediante el cual se ordenó 

requerir al C. ***************************, para que manifieste a lo que su derecho 

convenga a fin de desvirtuar, justificar o negar las irregularidades que se 

señalan pudo haber cometido, visible a fojas 068 a la 070. 

 

III.  Con el oficio número CDHBCS/CI-25/2020 de fecha cuatro de 

mayo de dos mil veinte, suscrito por el Titular de la Unidad de Investigación del 

Órgano Interno de Control de la Comisión Estatal de los Derechos, mediante el 

cual informa al C. ***************************, en su calidad de Primer Visitador, 

que se recibió el oficio número CEDHBCS-DA-009-2020 de fecha dos de mayo 

de dos mil veinte, suscrito por el Director de Administración de la Comisión 

Estatal de los Derechos Humanos de Baja California Sur, donde se señala que 

no cuenta con la comprobación de viáticos, así como sus informes 

correspondientes de las comisiones llevadas a cabo del mes de junio del año 

dos mil diecinueve al mes de febrero de dos mil veinte, así mismo, se le requiere 

para que presente la comprobación de viáticos, en un plazo de 7 días hábiles, 

señalados en los oficios antes referidos, visible a foja 071 a la 072. 
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IV.  Con el informe de fecha trece de mayo de dos mil veinte, signado 

por el Primer Visitador ***************************, dirigido al Titular de la Unidad 

de Investigación del Órgano Interno de Control de la de la Comisión Estatal de 

los Derechos Humanos de Baja California Sur, visible a fojas 073 a la 075. 

V. Con el oficio número CEDHBCS-DA-006/20, de fecha seis de 

marzo de dos mil veinte, singado por el Director de Administración de la 

Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Baja California Sur, y dirigido al 

Mtro. ***************************, en su calidad de Primer Visitador General de la 

Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Baja California Sur, mediante el 

cual le hace de su conocimiento que en cada comisión de trabajo donde se le 

asignen viáticos, deberá justificar y exclusivamente con comprobantes fiscales 

digitales impresos y enviados por concepto de consumo de alimentos y 

hospedaje, al menos el 50% del recurso de lo contrario deberá realizar reintegro 

correspondiente a la fracción o en su caso la totalidad de un 50% del recurso, 

mediante depósito bancario a la cuenta perteneciente del Banco Mercantil del 

Norte, S.A. (BANORTE), visible a foja 076. 

VI. Con acuerdo de fecha catorce de mayo de dos mil veinte, la 

Unidad de Investigación del Órgano Interno de Control de la Comisión Estatal 

de los Derechos Humanos de Baja California Sur, da cuenta de escrito de fecha 

trece de mayo de dos mil veinte, signado por el C. ***************************, y 

sus anexos, escrito mediante el cual realiza una serie de manifestaciones, en 

relación al oficio número CEDHBCS/CI-25/2020 de fecha cuatro de mayo de 

dos mil veinte, así mismo, se apertura expediente número CEDHBCS/CI-

08/2020, a efecto de llevar a cabo las diligencias de investigación respecto de 

los hechos y que puedan constituir responsabilidades administrativas, lo 

anterior, para que en su momento procesal oportuno se analice la información 

recabada para determinar la existencia o inexistencia de actos u omisiones que 

la ley señale como falta administrativa y en su caso, calificarla como grave o no 

grave u ordenar la conclusión o archivo del expediente, por lo que se ordenó 

notificar al C. *************************** para que manifestara lo que a su derecho 

convenga, así mismo se ordena notificar a la Presidencia de la Comisión Estatal 

de los Derechos Humanos. 

VII.  Con el oficio número CEDHBCS/CI-08/2020 de fecha diecinueve 

de mayo de dos mil veinte, de notificación al C. ***************************, de la 

apertura del Expediente número CEDHBCS/CI-08/2020, así mismo, se. le 

requirió para que en el plazo de cinco días hábiles presentara sus aclaraciones 

y justificaciones por las irregularidades mencionadas, apercibido que, de hacer 

caso omiso a dicho requerimiento, no eximirá de sus responsabilidades 

administrativas, jurídicas y respectivas sanciones. 

VIII. Con el oficio número CEDHBCS/297/2020 de fecha diecisiete de 

junio de dos mil veinte, signado por el Presidente de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos informo al Titular de la Unidad de Investigación del Órgano 
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Interno de Control de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos, que el 

quince de junio de dos mil veinte se daba por terminada la relación de trabajo 

entre la Comisión Estatal de los Derechos Humanos y el C. 

***************************. 

IX. Con el nombramiento de fecha uno de junio de dos mil 

diecinueve, a cargo del C. Mtro. ***************************, para desempeñar el 

cargo de Primer Visitador General de la Comisión Estatal de los Derechos 

Humanos de Baja California Sur. 

X. Con circular número CEDGBCS/245/2020 de fecha veintiocho de 

mayo de dos mil veinte, el Presidente de la Comisión Estatal de los Derechos 

Humanos de Baja California Sur, informó la reapertura a partir del uno de junio 

de dos mil veinte, de las actividades de la referida Comisión, indicando los 

servidores públicos que se deberían de presentar a laborar, y que el resto de 

personal debería de permanecer en sus casas.  

XI. Con acta circunstanciada de fecha diecinueve de junio de dos mil 

veinte. 

XII. Con acta circunstanciada de fecha veintidós de junio de dos mil 

veinte. 

XIII. Con acta circunstanciada de fecha veintitrés de junio de dos mil 

veinte. 

XIV. Con acta circunstanciada de fecha tres de julio de dos mil veinte. 

XV. Mediante oficio número CEDHBCS/UIOIC-01/2020 de fecha 

veintisiete de julio de dos mil veinte, el Titular de la Unidad de Investigación del 

Órgano Interno de Control de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de 

Baja California Sur, se da cuenta de un escrito recibido el quince y dos escritos 

recibidos el dieciséis de julio de dos mil veinte, respectivamente, suscritos por 

el C. ***************************, mediante los cuales realiza diversas 

manifestaciones. 

XVI. Informe de Presunta Responsabilidad de fecha veintiocho de julio 

del año dos mil veinte, emitido por el Titular de la Unidad de Investigación del 

Órgano Interno de Control de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de 

Baja California Sur, en el que se resolvió calificar como presunta falta 

administrativa grave las acciones y omisiones del C. ***************************, 

en su función de Primer visitador General de la Comisión Estatal de Derechos 

Humanos de Baja California Sur, con fundamento en los artículos 51, 52, 53, 54 

y 57 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios 

de Baja California Sur, así como el incumplimiento al artículo 134 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos relacionados con la tesis 

jurisprudencial de rubro “GASTO PÚBLICO. EL ARTÍCULO 134 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ELEVA 

A RANGO CONSTITUCIONAL LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD, 

EFICIENCIA, ECONOMÍA, TRANSPARENCIA Y HONRADEZ EN ESTA 
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MATERIA”, artículo 42 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, 

artículos 23 de la Ley de Fiscalización y rendición de Cuentas del Estado de 

Baja California Sur, artículos 1, 21, 32 fracción  VII inciso b) de los Lineamientos 

para la Integración y Presentación de la Cuenta Pública del Estado de Baja 

California Sur, numeral 3.1.2, 8.1, 9.1 del Manual de Viáticos de la Comisión 

Estatal de los Derechos Humanos de Baja California Sur, (fojas 108 a 116). 

XVII. Con oficio número CEDHBCS/UIOIC-04/2020 de fecha treinta y 

uno de julio de dos mil veinte, signado por el Titular de la Unidad de 

Investigación del Órgano Interno de Control de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos de Baja California Sur, y dirigido al Director de 

Administración de la Comisión de los Derechos Humanos de Baja California Sur, 

mediante el cual se le notifica el Informe de Presunta Responsabilidad dentro 

del expediente CEDBCS/CI-08/2020.  

XVIII. Con acta circunstanciada de fecha tres de julio de dos mil veinte, 

levantada por el Visitador General de la Comisión Estatal de los Derechos 

Humanos en Baja California Sur.  

XIX. Con el Oficio número CEDHBCS/UIOIC-07/2020, de fecha diez 

de agosto de dos mil veinte, signado por el Titular de la Unidad de Investigación 

del Órgano Interno de Control de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos 

de Baja California Sur, y dirigido al Titular de la Unidad Substanciadora y 

Resolutora del Órgano Interno de Control, mediante el cual le notifica que se 

emitió un Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa. 

XX. Con el acuerdo de admisión del procedimiento de 

responsabilidad administrativa 01/2020, de fecha once de agosto de dos mil 

veinte, en contra de ***************************. 

XXI. Con el oficio número CEDHBCS/CI-003/2020, de fecha doce de 

agosto de dos mil veinte, signado por el Titular de la Unidad de Sustanciación y 

Resolución del Órgano Interno de Control de la Comisión Estatal de Derechos 

Humanos de Baja California Sur, dirigido al C. ***************************, 

mediante el cual se le notifica citatorio a efecto de que comparezca en fecha 

veintiocho de agosto del dos mil veinte a la Audiencia Inicial, dentro del 

procedimiento de responsabilidad administrativa 01/2020, que se desarrolla en 

su contra. 

XXII. Con la Audiencia Inicial del Procedimiento de Responsabilidad 

Administrativa 01/2020, de fecha veintiocho de agosto de dos mil veinte. 

XXIII. Con el oficio número CEDHBCS/CI-014/2020, de fecha quince 

de septiembre de dos mil veinte, signado por el Titular de la Unidad de 

Sustanciación y Resolución del Órgano Interno de Control de la Comisión 

Estatal de Derechos Humanos de Baja California Sur, dirigido al C. 

***************************, mediante el cual se le notifica citatorio a efecto de que 

comparezca en fecha veintiocho de septiembre del dos mil veinte a la 
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continuación de la Audiencia Inicial, dentro del procedimiento de 

responsabilidad administrativa 01/2020, que se desarrolla en su contra. 

XXIV. Con la continuación de la Audiencia Inicial del Procedimiento de 

Responsabilidad Administrativa 01/2020, de fecha veintiocho de septiembre de 

dos mil veinte. 

XXV. Con el acuerdo de fecha uno de octubre de dos mil veinte, la 

Titular de la Unidad de Investigación del Órgano Interno de Control de la 

Comisión Estatal de Derechos Humanos de Baja California Sur, ratificó, ante el 

Titular de la Unidad de Substanciación y Resolución del Órgano Interno de 

Control de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Baja California Sur, 

en la audiencia prevista por los artículos 208 y 209 de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de Baja California 

Sur, las probanzas recopiladas hasta ese momento procesal y que integran el 

expediente de procedimiento de responsabilidad administrativa 01/2020. 

TERCERO. Hechos controvertidos. 

Esta autoridad resolutora, a efecto de dictar sentencia definitiva dentro 

del procedimiento administrativo en estudio, para determinar la existencia o 

inexistencia de responsabilidad administrativa, respecto del servidor público 

involucrado y en su caso, imponer sanciones que la ley prevé, en términos del 

artículo 207 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Baja 

California Sur, se procede a fijar y precisar los hechos controvertidos por las 

partes. 

Del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa de fecha 

veintiocho de julio de dos mil veinte, rendido por el Titular de la Unidad de 

Investigación del Órgano Interno de Control de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos de Baja California Sur, se desprende que al servidor público 

C. ***************************, se le atribuye la comisión de falta administrativa 

grave consistentes en Cohecho, Peculado, Desvió de Recursos Públicos y 

Abuso de Funciones, por los siguientes hechos: 

El Ciudadano *************************** durante el desempeño de la 

función de Primer Visitador General de la Comisión Estatal de los Derechos 

Humanos de Baja California Sur, en ejercicio de dicha función, incumplió en la 

comprobación de viáticos respecto de las comisiones llevadas a cabo de junio 

de dos mil diecinueve a febrero de dos mil veinte, por un monto total de 

$37,977.00 (treinta y siete mil novecientos setenta y siete pesos 00/100 

moneda nacional). 

Refiere la autoridad investigadora, que los hechos descritos en el 

Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa de fecha veintiocho de julio 

de dos mil veinte, rendido por el Titular de la Unidad de Investigación del Órgano 

Interno de Control de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Baja 



 
DENUNCIANTE: COMISIÓN ESTATAL 
DE DERECHOS HUMANOS DE BAJA 
CALIFORNIA SUR. 
PRESUNTO RESPONSABLE: *********. 
EXPEDIENTE No. 075/2020-LRA-II. 
 

 

12 
 

California Sur, encuadran en la conducta prevista en los artículos 51, 52, 53, 54 

y 57 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios 

de Baja California Sur, ya que la presunta responsable tenía la obligación de 

comprobar los viáticos con relación a las comisiones llevadas a cabo de junio 

de dos mil diecinueve a febrero de dos mil veinte. 

Por otro lado, se tiene que ***************************, en su calidad de 

presunta responsable, en audiencia Inicial del Procedimiento de 

Responsabilidad Administrativa 01/2020, de fecha veintiocho de agosto de dos 

mil veinte, rindió su declaración optando en dicha audiencia a no declarar y en 

uso de la voz le concedió ese derecho a su defensor Lic. Ivis Cortes Alcaraz, 

quien este último ofreció las pruebas que considero oportunas, ante la autoridad 

substanciadora, con la finalidad de desvirtuar los actos que se le atribuyen, 

argumentando medularmente lo siguiente: 

“En términos del artículo 208 fracción V en relación con el artículo 
209 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y 
Municipios de Baja California Sur, y sus correlativos de la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas, con la finalidad de 
acreditar nuestra teoría del caso, de acreditar o desvirtuar los hechos 
que se imputan al señor ***************************, se ofrecen como 
pruebas documentales las siguientes: 

“1.- La documental consistente en el Informe y/o copias certificadas, 
del Informe que estará proporcionando la Comisión Estatal de los 
Derechos Humanos de Baja California Sur respecto a cómo está 
constituida la estructura orgánica del órgano Interno de Control de 
dicha Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Baja California 
Sur, así como el nombre de la gaceta o medio en que se haya 
publicado o hayan dado publicidad a esa estructura orgánica, 
además, de la fecha de su publicación.” 

“2.- La documental consisten en el Informe y/o copias certificadas 
que emita sobre dicha información que estará proporcionando la 
Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Baja California Sur, 
respecto a quien ocupa y desde que fecha la titularidad del Órgano 
Interno de Control de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos 
de Baja California Sur, así como el nombre de la persona que 
ocupaba el puesto antes mencionado y la fecha en que dejo de 
ocuparlo.” 

CUARTO. Valoración de las pruebas. 

De conformidad con lo establecido en los artículos 118, 131, 135, 138, 

207 fracción V de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y 

Municipios de Baja California Sur, de manera supletoria con los artículos 53 de 

la Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo de Baja California Sur, y el 

numeral 408 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Baja 

California Sur, se realizará la valoración de todas y cada una de las pruebas 

ofrecidas por las partes durante las etapas de investigación y substanciación 

del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa; las cuales fueron 

admitidas y desahogadas por esta Sala Instructora dentro del expediente en 
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que se actúa, apreciadas éstas bajo las reglas de la lógica, la sana critica y de 

la experiencia para arribar a determinado valor probatorio, que se describen a 

continuación: 

A) Oficio número CEDHBCS/134/2019, de veinte de junio de dos mil 
diecinueve. Orden de administración de viáticos nacionales número 
069/2019, de esa misma fecha, por el monto de $1,950.00 (mil 
novecientos cincuenta pesos 00/100 moneda nacional). Póliza de 
cheque 1069, de igual fecha, por la cantidad indicada (fojas 20 a 22).  

B) Oficio número CEDHBCS-P-156/2019, de dos de julio de dos mil 
diecinueve. Orden de Ministración de viáticos nacionales número 
011/2015 (sic), de esa misma fecha por el monto de $975.00 
(novecientos setenta y cinco pesos 00/100 moneda nacional). Póliza de 
cheque 1077, de igual fecha, por la cantidad indicada (fojas 23 a 25).  

C) Oficio número CEDHBCS-P-173/19, de cinco de julio de dos mil 
diecinueve. Orden de administración de viáticos nacionales número 
01/07/2019, por el monto total de $2,000.00 (dos mil pesos 00/100 
moneda nacional). Póliza de cheque 1080, de igual fecha, por la 
cantidad indicada (fojas 26 a 28).  

D) Tres comprobantes fiscales digitales por internet; de fechas catorce, 
seis y diecisiete, de julio de dos mil diecinueve; serie FCNN, CFDI y A; 
por las cantidades de $740.01 (setecientos cuarenta pesos 01/100 
moneda nacional), 242.00 (doscientos cuarenta y dos pesos 00/100 
moneda nacional) y $555.00 (quinientos cincuenta y cinco pesos 00/100 
moneda nacional), respectivamente.    

E) Oficio número CEDHBCS/175/2019, de ocho de julio de dos mil 
diecinueve. Orden de administración de viáticos nacionales número 
02/08/2019, por el monto de $12,300.00 (doce mil trescientos pesos 
00/100 moneda nacional). Póliza de cheque 1083, de igual fecha, por la 
cantidad indicada (fojas 32 a 34).  

F) Oficio número CEDHBCS/193/2019, de nueve de julio de dos mil 
diecinueve. Orden de administración de viáticos nacionales número 
075/2019, por el monto de $2,625.00 (dos mil seiscientos veinticinco 
pesos 00/100 moneda nacional). Reporte de Transmisión de archivo de 
pagos de doce de julio de dos mil diecinueve, de Grupo Financiero 
Banorte, por la cantidad indicada (fojas 35 a 37).  

G) Oficio número CEDHBCS/252/2019, de uno de agosto de dos mil 
diecinueve. Orden de administración de viáticos nacionales número 
079/2019, por el monto de $2,625.00 (dos mil seiscientos veinticinco 
pesos 00/100 moneda nacional). Póliza de cheque 1101, de igual fecha, 
por la cantidad indicada (fojas 38 a 40).  

H) Oficio número CEDHBCS/266/2019, de catorce de agosto de dos mil 
diecinueve. Orden de administración de viáticos nacionales número 
083/2019, por el monto de $6,600.00 (seis mil seiscientos pesos 00/100 
moneda nacional). Póliza de cheque 1111, de igual fecha, por la cantidad 
indicada (fojas 41 a 43).  

I) Oficio número CEDHBCS/335/2019, de veintitrés de agosto de dos mil 
diecinueve. Orden de administración de viáticos nacionales sin número, 
por el monto de $20,500.00 (veinte mil quinientos pesos 00/100 moneda 
nacional). Reporte de transferencia SPEI de Banco Mercantil del Norte, 
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S.A., de veintisiete de agosto del mismo año, por la misma cantidad 
(fojas 44 a 46).  

J) Oficio número CEDHBCS/422/2019, de seis de septiembre de dos mil 
diecinueve. Orden de administración de viáticos nacionales número 
090/2019, por el monto de $13,200.00 (trece mil doscientos pesos 
00/100 moneda nacional). Póliza de cheque 1141, de igual fecha, por la 
cantidad indicada (fojas 47 a 49).  

K) Oficio número CEDHBCS/655/2019, de ocho de noviembre de dos 
mil diecinueve. Orden de administración de viáticos nacionales número 
101/2019, por el monto de $1,650.00 (mil seiscientos cincuenta pesos 
00/100 moneda nacional). Reporte de transferencia SPEI de Banco 
Mercantil del Norte, S.A., de ocho de noviembre del mismo año, por la 
misma cantidad y comprobante fiscal digital por internet, de igual fecha. 
(fojas 50 a 53).  

L) Oficio número CEDHBCS/723/2019, de dos de diciembre de dos mil 
diecinueve. Orden de administración de viáticos nacionales número 
104/2019, por el monto de $8,200.00 (ocho mil doscientos pesos 00/100 
moneda nacional). Reporte de transferencia SPEI de Banco Mercantil 
del Norte, S.A., de dos de diciembre del mismo año, por la cantidad 
indicada (fojas 54 a 56).  

M) Oficio número CEDHBCS/05/2020, de nueve de enero de dos mil 
veinte. Orden de administración de viáticos nacionales número 001/2019 
(sic), por el monto de $1,650.00 (mil seiscientos cincuenta pesos 
00/100). Reporte de transferencia SPEI, de Banco Mercantil del Norte, 
S.A., de diez de enero del mismo año, por la cantidad indicada (fojas 57 
a 59).  

N) Comprobante fiscal digital de fecha dieciséis de enero de dos mil 
veinte, por la cantidad de $1,650.00 (mil seiscientos cincuenta pesos 
00/100 moneda nacional) (foja 60). 

Ñ) Informe de comisión de once de enero de dos mil veinte signado por 
*************************** (foja 61).  

O) Reporte de gastos realizados con recursos del viático con número de 
orden 001/2020, de once de enero de dos mil veinte, suscrito por 
*************************** (foja 62). 

P) Factura B26620, de fecha diez de enero de dos mil veinte, por 
$298.70 (doscientos noventa y ocho pesos 70/100 moneda nacional) 
(foja 63). 

Q) Oficio número CEDHBCS/133/2020, de veintisiete de febrero de dos 
mil veinte. Orden de administración de viáticos nacionales número 
009/2020, por el monto de $4,275.00 (cuatro mil doscientos setenta y 
cinco pesos 00/100 moneda nacional). Reporte de transferencia SPEI 
de Banco Mercantil del Norte, S.A., de igual fecha, por la cantidad 
indicada (fojas 64 a 66).  

R) Cuatro tickets ilegibles en parte, aparentemente emitidos por Arco, 
Repsol, Chevron y BBVA Bancomer (foja 67).  
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S) Oficio número CEDHBCS/297/2020, de fecha diecisiete de junio de 
dos mil veinte, suscrito por el Lic. ***************************, Presidente de 
la citada Comisión, donde informa que el quince de junio del mismo año 
se terminó la relación laboral entre dicha Comisión y 
***************************, mediante despido (foja 88).  

T) Boletín Oficial del Gobierno del Estado de Baja California Sur, de 
fecha treinta y uno de mayo de dos mil diecinueve (foja 89 a 94).  

U) Nombramiento como Primer Visitador a ***************************, de 
fecha uno de junio de dos mil diecinueve (foja 95).  

V) Circular número CEDGBCS/245/2020, en donde se informa que a 
partir del uno de junio de dos mil veinte, se reapertura las actividades en 
la mencionada comisión, indicando expresamente los servidores 
públicos que se deben presentar a laborar (foja 96).  

W) También obra el oficio CEDHBCS/UIOIC-01/2020, de fecha 
veintisiete de julio de dos mil vente, en copia simple con firmas 
autógrafas al margen, suscrito por la Titular de la Unidad Investigadora 
del Órgano Interno de Control de la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos en Baja California Sur, dirigido a ***************************, 
emitidos en respuesta a los ocursos descritos en el párrafo que antecede 
(foja 118) 

Tales probanzas se admitieron y se tuvieron desahogadas por esta Sala 

Instructora en auto de fecha seis de noviembre de dos mil veinte por su propia 

y especial naturaleza, es por ello que a las pruebas documentales antes 

señaladas se les concede valor probatorio de indicio, que a saber, por consistir 

dichas pruebas documentales en copias simples, sin certificación alguna que 

autentifique su contenido, estas carecen de valor probatorio pleno, y es por ello 

que, deben ser consideradas con valor probatorio de indicio, con lo cual, 

únicamente pudiera llegar a inferirse la existencia del documento en 

cuestión, pero no de lo vertido en él, por lo que, resultan insuficientes para 

tener por acreditado el interés jurídico, toda vez que este, debe ser probado de 

manera fehaciente y no con base a presunciones. 

Luego, aun y cuando de los autos que obran en el expediente en estudio, 

se advierte que se ofrecieron y adjuntaron diversas pruebas documentales y 

que quedaron precisadas en los puntos que anteceden, mismas que fueron 

admitidas y desahogadas conforme a lo establecido en la ley de la materia, lo 

cierto es que todas obran en copias simples, a las cuales por su naturaleza y 

como se itera lo aludido en párrafos anteriores, a dicho tipo de documentales 

se les otorga el valor probatorio de indicio, pues aun realizando una 

adminiculación entre todas ellas con los hechos narrados por las autoridades, 

resultan insuficientes para arribar a la convicción de la existencia de actos u 

omisiones que pudieran constituir una infracción administrativa, respecto del 

incumplimiento en la comprobación de viáticos por parte del C. 

***************************, en relación a las comisiones llevadas a cabo de junio 
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de dos mil diecinueve a febrero de dos mil veinte, y para tener por acreditada 

esa existencia de hechos que pudieran constituir alguna infracción 

administrativa, debe hacerse de manera fehaciente y sin dar cabida a 

presunciones.  

Sirviendo de apoyo lo anterior, con respecto a la valoración de las 

pruebas consistentes en copias simples, sirve de apoyo lo emitido en la revista 

del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, séptima época, año IV, No. 35. 

Junio 2014. p. 21, bajo el número de registro VII-J-1aS-101, que dice:  

“COPIAS FOTOSTÁTICAS SIMPLES, VALOR PROBATORIO DE 
LAS. De conformidad con el artículo 217 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, las copias fotostáticas 
simples carecen de valor probatorio pleno si no se encuentran 
debidamente certificadas, quedando su valor probatorio al 
prudente arbitrio del Juzgador. En ese tenor, para que las copias 
simples de los documentos con los cuales el demandante pretende 
acreditar su pretensión pudieran tener mayor fuerza probatoria, resulta 
necesario adminicularlas con los demás elementos probatorios que 
obren en autos, para estar en aptitud de determinar la veracidad del 
contenido de los documentos exhibidos en copias simples.  
(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S1-15/2014) 
PRECEDENTES:  
VII-P-1aS-585  
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2627/10-17-11-2/498/12-S1-02-
03.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 5 de abril de 
2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. María Laura Camorlinga Sosa.  
(Tesis aprobada en sesión de 25 de abril de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 23. Junio 2013. p. 138 
VII-P-1aS-586 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 807/09-18-01-7/42/11-S1-04-
03.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 30 de mayo de 
2013, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael 
Anzures Uribe.- Secretario: Lic. Javier Armando Abreu Cruz. 
(Tesis aprobada en sesión de 30 de mayo de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 23. Junio 2013. p. 138 
VII-P-1aS-732 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 161/10-08-01-3/919/11-S1-01-
04.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 20 de agosto de 
2013, por mayoría de 4 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrado 
Ponente: Alejandro Sánchez Hernández.- Secretario: Lic. Roberto 
Carlos Ayala Martínez. 
(Tesis aprobada en sesión de 20 de agosto de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 27. Octubre 2013. p. 296 
VII-P-1aS-810 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 6007/11-07-03-1/1269/13-S1-
05-04.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 3 de diciembre 
de 2013, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Guillermo Domínguez Belloc.- Secretaria: Lic. Cinthya Miranda Cruz. 
(Tesis aprobada en sesión de 3 de diciembre de 2013) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 31. Febrero 2014. p. 350 
VII-P-1aS-870 
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Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5669/11-11-02-2/559/13-S1-01-
04.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 13 de febrero 
de 2014, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Alejandro Sánchez Hernández.- Secretaria: Lic. María Vianey 
Palomares Guadarrama. 
(Tesis aprobada en sesión de 13 de febrero de 2014) 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 32. Marzo 2014. p. 391 
Así lo acordó la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión celebrada el veinte de mayo 
de dos mil catorce.- Firman el Magistrado Guillermo Domínguez Belloc, 
Presidente de la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y la Licenciada María del 
Consuelo Hernández Márquez, Secretaria Adjunta de Acuerdos, quien 
da fe. 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 35. Junio 2014. p. 21” 
(Énfasis propio) 

Lo anterior, adquiere gran relevancia, cuenta habida de que contrario a 

ello, la autoridad Unidad Sustanciadora y Resolutora del Órgano Interno de 

Control de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Baja California Sur, 

al turnar el expediente original de procedimiento de responsabilidad 

administrativa número 01/2020, consistente en una carpeta con escritos que 

constan del folio 0001 al folio 0178, acompaño copias simples de las 

documentales señaladas con antelación como incisos A), B), C), D), E), F), G), 

H), I), J), K), L), M), N), O), P), Q), R), S), T), U), V) y W), como pruebas 

ofrecidas dentro del presente juicio, las cuales no revisten valor probatorio 

pleno, solo el carácter de pruebas indiciarias, resultando contrarias para fundar 

y probar. 

Por lo que, realizando esta Segunda Sala un estudio a fondo de las 

actuaciones, siendo estas las adjuntas al oficio número CEDHBCS-DA-009-

2020, de fecha dos de mayo de dos mil veinte, signado por el Director de 

Administración de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Baja 

California Sur, visible a fojas 013 a la 019 frente de autos, así mismo del Informe 

de Presunta Responsabilidad de fecha veintiocho de julio de dos mil vente, 

emitido por la Unidad de Investigación del Órgano Interno de Control de la 

Comisión Estatal de los Derechos Humanos de esta entidad federativa, se 

puede advertir por un lado que la primera autoridad en mención únicamente se 

limita a describir por un lado los hechos y acompañar pruebas documentales en 

copias fotostáticas, y por otra parte la segunda autoridad referente a dichas 

pruebas que fueron aportadas no fueron debida y legalmente valoradas en la 

etapa de investigación y en su defecto al momento de emitirse el informe de 

presunta responsabilidad, es decir, determinó la existencia de actos u omisiones 

por parte del presunto responsable, sin el análisis de los hechos y sin darles un 

valor probatorio a las mismas, es decir, a las pruebas ofertadas por el Director 

de Administración de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Baja 

California Sur, ya que sustentan los hechos en copias simples de las citadas 
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documentales, que para esta Segunda Sala resultan insuficientes para tener por 

acreditado el extremo que pretende atribuirle la autoridad como unidad de 

investigación del órgano interno, al presunto responsable, ya que la copia 

fotostática, por sí sola, carece de valor probatorio, máxime que no se encuentra 

vinculada con ningún otro elemento de prueba que sirva como medio de 

convicción alguno para que se le tenga por calificada como presunta falta 

administrativa grave como lo son Cohecho, Peculado, Desvió de Recursos 

Públicos y Abuso de Funciones. 

Aunado a lo anterior y dada la naturaleza del presente juicio, el legislador 

toma como fuente de prueba la copia fotostática y reconoce el hecho de que si 

el documento se aleja de la verdad por la facilidad de su alteración o unilateral 

confección, la parte a quien pueda perjudicar puede objetarlo o bien de probar 

en contrario, salvo, que se trate de cuestión de interés público, en cuyo caso, 

atendiendo al bien jurídico tutelado, el juez podrá enunciar críticamente su 

naturaleza y alcance probatorio y la idoneidad de la prueba para acreditar un 

hecho determinado.  

Sin embargo, no basta que el documento sea ofrecido en copia 

fotostática para que por ese motivo inicialmente se le cuestione su valor, sino, 

que debe atenderse a lo que se trata de demostrar con el mismo, es decir, a su 

idoneidad y al reconocimiento de su contenido y alcance, por el contrario, 

porque si sucede lo primero, el hecho estará probado sin controversia y sí 

acontece lo segundo, le corresponderá al juez valorar conforme a las reglas de 

la lógica y la experiencia. 

Al respecto, de lo anterior, se invoca la Tesis I.3o.C.55 C (10a.), dictada 

por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, visible en 

el tomo 3, libro XIV, página 1851, correspondiente a noviembre de 2012, en la 

décima época del Semanario Judicial de la TOCA 486/2015 EXP. 923/2013 21 

Federación y su Gaceta, número de registro 2002132, que a la letra reza:  

“COPIA FOTOSTÁTICA SIMPLE. SU EFICACIA PROBATORIA NO 
DEPENDE DE SU OBJECIÓN FORMAL. Dada la naturaleza 
contenciosa del proceso civil, el legislador tomó como fuente de prueba 
la copia fotostática y reconoció el hecho de que si el documento se aleja 
de la verdad por la facilidad de su alteración o unilateral confección, la 
parte a quien pueda perjudicar puede objetarlo o bien de probar en 
contrario, salvo que se trate de una cuestión de interés público en cuyo 
caso, atendiendo al bien jurídico tutelado, el Juez podrá enjuiciar 
críticamente su naturaleza y alcance probatorio y la idoneidad de la 
prueba para acreditar un hecho determinado. Sin embargo, no basta que 
el documento sea ofrecido en copia fotostática para que por ese motivo 
inicialmente se le cuestione su valor, sino que debe atenderse a lo que 
se trata de demostrar con el mismo, es decir, a su idoneidad, y al 
reconocimiento de su contenido y alcance por el contrario, porque si 
sucede lo primero el hecho estará probado sin controversia y si acontece 
lo segundo, le corresponderá al Juez valorar conforme a las reglas de la 
lógica y la experiencia; de ahí que sea necesario que en la objeción 
correspondiente se indique cuál es el aspecto que no se reconoce del 
documento o porque no puede ser valorado positivamente por el Juez 
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porque este último establezca si es idóneo o no para resolver un punto 
de hecho. Estos aspectos constituyen los estándares sobre los que se 
asienta la naturaleza probatoria de la copia simple fotostática y suponen 
el respeto irrestricto del principio de buena fe procesal por parte del Juez 
y del reconocimiento de que en caso de que una de las partes ofrezca 
un documento alterado o confeccionado, pueda reprimirse con rigor 
dicha conducta por los canales que el propio ordenamiento jurídico 
establece. Por lo tanto para desvirtuar la existencia de tales actuaciones 
así como su verosimilitud, no basta la simple objeción formal de dicha 
prueba, sino que es necesario señalar las razones concretas en que se 
apoya la objeción, mismas que tenderán a invalidar la fuerza probatoria 
de la copia fotostática. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 201/2012. Martín 
Valdivia Ramírez. 19 de abril de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
Neófito López Ramos. Secretario: José Luis Evaristo Villegas.” 
Confirma lo antes expuesto las razones que se citan en la Tesis VI.2o. 

J/137, con número de registro 222196, emitida por el Segundo Tribunal 

Colegiado del Sexto Circuito, consultable en la Octava Época, del Semanario 

Judicial de la Federación, Tomo VIII, Julio de 1991, página 97, que establece: 

“COPIAS FOTOSTÁTICAS. VALOR PROBATORIO DE LAS. Las 
copias fotostáticas no pueden considerarse documentos privados, sino 
medios de prueba como son las fotografías y éstas carecen de valor 
probatorio pleno de no encontrarse debidamente certificadas, por lo 
tanto su valor queda reducido al de un indicio y sirve de prueba en tanto 
no se encuentren desvirtuadas. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 
Revisión fiscal 3/90. Grupo Orbe, S. A. de C. V. 3 de abril de 1990. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: 
Jorge Alberto González Alvarez. 
Revisión fiscal 2/90. Plaza Mediterránea, S. A. de C. V. 8 de mayo de 
1990. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. Secretario: 
Nelson Loranca Ventura. 
Recurso de revisión 283/90. Adrián Bonilla Marín y otros. 28 de agosto 
de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. 
Secretario: Nelson Loranca Ventura. 
Recurso de revisión 71/91. Enrique García Romero. 26 de febrero de 
1991. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. 
Secretario: Jorge Alberto González Alvarez. 
Recurso de revisión 119/91. Mariano Hernández Robles. 15 de mayo de 
1991. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: 
Armando Cortés Galván. 
Nota: Esta tesis también aparece publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, 43, julio de 1991, página 96.” 
Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis con Número de Registro 232560, 

Séptima Época, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volumen 139-144, 

Primera Parte, Instancia: Pleno, Página: 285, que a la letra establece: 

“COPIAS FOTOSTÁTICAS. SU VALOR PROBATORIO. Conforme a lo 
dispuesto por el artículo 217 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de aplicación supletoria, el valor probatorio de las fotografías de 
documentos o de cualesquiera otras aportadas por los descubrimientos 
de la ciencia, cuando carecen de certificación, queda al prudente arbitrio 
judicial como indicios, y debe estimarse acertado el criterio del juzgador 
si considera insuficientes las copias fotostáticas para demostrar el 
interés jurídico de la quejosa. 

 Séptima Época, Primera Parte: 
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Volúmenes 139-144, página 75. Amparo en revisión 1695/80. Hotel 
Carlo, S.A. 14 de octubre de 1980. Unanimidad de quince votos. 
Ponente: J. Ramón Palacios Vargas. 
Volúmenes 139-144, página 75. Amparo en revisión 7275/79. Mica, S.A. 
14 de octubre de 1980. Unanimidad de catorce votos. Ponente: Raúl 
Lozano Ramírez. 
Volúmenes 139-144, página 75. Amparo en revisión 4109/79. Luis 
Farrugia Reed y otro. 14 de octubre de 1980. Unanimidad de catorce 
votos. Ponente: J. Ramón Palacios Vargas. 
Volúmenes 139-144, página 75. Amparo en revisión 2107/80. Galdi, S.A. 
y otros. 11 de noviembre de 1980. Unanimidad de diecisiete votos. 
Ponente: Raúl Lozano Ramírez. 
Volúmenes 139-144, página 75. Amparo en revisión 5801/79. Hoteles 
Turismo, S.A. 11 de noviembre de 1980. Unanimidad de dieciocho votos. 
Ponente: Juan Moisés Calleja García. 
Séptima Época, Primera Parte: 
Volúmenes 199-204, página 42. Amparo en revisión 10536/84. Luis 
Quintero Hernández. 3 de julio de 1985. Mayoría de dieciséis votos. 
Disidente: Atanasio González Martínez. Ponente: María Cristina 
Salmorán de Tamayo.” 
De igual forma, tiene aplicación la tesis I.4o.C. J/19, Segunda Parte-2, 

Enero-Junio de 1990, con número de Registro 226451, Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, visible en la página número 

677, del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo V, en cuyo 

rubro y texto cita:  

“COPIAS FOTOSTÁTICAS SIMPLES, CARECEN DE VALOR 
PROBATORIO SI NO SE ENCUENTRAN ADMINICULADAS CON 
ALGUNA OTRA PRUEBA. Las copias fotostáticas simples de 
documentos carecen de valor probatorio aun cuando no se hubiera 
objetado su autenticidad, toda vez que al faltar la firma autógrafa y no 
tratarse de una copia certificada, no es posible presumir su conocimiento, 
pues dichas probanzas por sí solas y dada su naturaleza, no son 
susceptibles de producir convicción plena sobre la veracidad de su 
contenido, por la facilidad con la que se pueden confeccionar, y por ello, 
es menester adminicularlas con algún otro medio que robustezca su 
fuerza probatoria. 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
Amparo en revisión 2189/88. Inmobiliaria Cecil, S. A. 11 de agosto de 
1988. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. 
Secretario: Ricardo Romero Vázquez. 
Amparo en revisión 1264/88. Arturo González Flores. 13 de octubre de 
1988. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Villegas Vázquez. 
Secretario: Alejandro Villagómez Gordillo. 
Amparo en revisión 694/89. Feliciano Zepeda Mariscal. 22 de junio de 
1989. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. 
Secretario: Ricardo Romero Vázquez. 
Amparo en revisión 1219/89. Patricia Montaño Erkambrack. 21 de 
septiembre de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo 
González. Secretario: Ricardo Romero Vázquez. 
Amparo directo 184/90. Renata Vasilakis Morales. 31 de enero de 1990. 
Unanimidad de votos. Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata. Secretaria: 
R. Reyna Franco Flores.” 
Luego entonces, si la Unidad de Sustanciación y Resolución del Órgano 

Interno de Control de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Baja 

California Sur, solo ofreció como pruebas de su parte las documentales en copias 

fotostáticas simples, sin adminicularlas con diversos u otros medios de 

convicción, es inconcuso que esta Segunda Sala no pueda formarse un juicio u 



 
DENUNCIANTE: COMISIÓN ESTATAL 
DE DERECHOS HUMANOS DE BAJA 
CALIFORNIA SUR. 
PRESUNTO RESPONSABLE: *********. 
EXPEDIENTE No. 075/2020-LRA-II. 
 

 

21 
 

opinión respecto de la veracidad de su contenido; entonces, solamente puede 

alcanzar el valor probatorio de un indicio, sin que pueda adquirir plena eficacia 

probatoria, toda vez que como ya se precisó con anterioridad, las pruebas 

documentales exhibidas en copias simples fotostáticas al ser sólo una 

reproducción de un documento, no se puede corroborar su veracidad por sí sola, 

sino que necesariamente debe perfeccionarse, aspecto que no aconteció así en 

el presente juicio. 

Así, se pronunció el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Primer Circuito al emitir la tesis I.3o.C. J/37, con número de registro 172557, 

consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, 

mayo de 2007, página 1759, la cual resulta aplicable, en su parte conducente, al 

señalar: 

“COPIAS FOTOSTÁTICAS SIMPLES. VALOR PROBATORIO DE LAS, 
CUANDO SE ENCUENTRAN ADMINICULADAS CON OTRAS 
PRUEBAS. Las copias fotostáticas simples de documentos carecen de 
valor probatorio aun cuando no se hubiera objetado su autenticidad, sin 
embargo, cuando son adminiculadas con otras pruebas quedan al 
prudente arbitrio del juzgador como indicio, en consecuencia, resulta falso 
que carezcan de valor probatorio dichas copias fotostáticas por el solo 
hecho de carecer de certificación, sino que al ser consideradas como un 
indicio, debe atenderse a los hechos que con ellas se pretenden probar, 
con los demás elementos probatorios que obren en autos, a fin de 
establecer, como resultado de una valuación integral y relacionada con 
todas las pruebas, el verdadero alcance probatorio que debe otorgárseles. 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
Amparo en revisión 713/96. José Luis Levy Aguirre. 26 de abril de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Becerra Santiago. Secretario: 
Heriberto Pérez Reyes. 
Amparo en revisión 1743/96. Latino Americana de Válvulas, S.A. 20 de 
septiembre de 1996. Mayoría de votos; unanimidad en relación con el 
tema contenido en esta tesis. Disidente: José Luis García Vasco. Ponente: 
José Becerra Santiago. Secretario: Heriberto Pérez Reyes.  
Amparo directo 3003/98. Edificadora y Urbanizadora Morelos, S.A. de 
C.V. 18 de junio de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad 
Hernández de Mosqueda. Secretario: Régulo Pola Jesús. 
Amparo directo 86/2007. Óscar René Cruz Miyano. 26 de marzo de 2007. 
Unanimidad de votos. Ponente: Benito Alva Zenteno. Secretario: V. Óscar 
Martínez Mendoza. 
Amparo directo 119/2007. Marie Furukaki Matsumoto. 26 de marzo de 
2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: 
Greta Lozada Amezcua.” 
Sirve de apoyo la Tesis 3a. 18, con Número de Registro 207434, Octava 

Época, Instancia: Tercera Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, 

Tomo III, Primera Parte, Enero-Junio de 1989, Página: 379, que a la letra 

establece: 

“COPIAS FOTOSTÁTICAS SIMPLES. VALOR PROBATORIO DE LAS 
MISMAS. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 217 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en materia de 
amparo, el valor probatorio de las copias fotostáticas simples queda al 
prudente arbitrio del juzgador. Por lo tanto en ejercicio de dicho arbitrio 
cabe considerar que las copias de esa naturaleza, que se presentan en el 
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juicio de amparo, carecen por sí mismas, de valor probatorio pleno y sólo 
generan simple presunción de la existencia de los documentos que 
reproducen pero sin que sean bastantes, cuando no se encuentran 
adminiculados con otros elementos probatorios distintos, para justificar el 
hecho que se pretende demostrar. La anterior apreciación se sustenta en 
la circunstancia de que como las copias fotostáticas son simples 
reproducciones fotográficas de documentos que la parte interesada en su 
obtención coloca en la máquina respectiva, existe la posibilidad, dada la 
naturaleza de la reproducción y los avances de la ciencia, que no 
corresponda a un documento realmente existente, sino a uno prefabricado 
que, para efecto de su fotocopiado, permita reflejar la existencia, irreal, 
del documento que se pretende hacer aparecer. 
Amparo en revisión 1955/88. Comercialización Integral de Manufacturas, 
S. A. 21 de noviembre de 1988. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela 
Güitrón. Secretaria: María Estela Ferrer Mac Gregor Poisot. 
Octava Época, Tomo II, Primera Parte, página 209. 
Amparo en revisión 2162/88. Sapasa, S. A. 21 de noviembre de 1988. 
Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: María Estela 
Ferrer Mac Gregor Poisot.  
Octava Época, Tomo II, Primera parte, página 209. 
Amparo en revisión 2105/88. Daytona Motos, S.A. de C.V. 4 de enero de 
1989. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. 
Secretaria: Lourdes Ferrer Mac Gregor Poisot. 
Amparo en revisión 2262/88. Aero Despachos Iturbide, S.A. 1o. de febrero 
de 1989. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. 
Secretario: Filiberto Méndez Gutiérrez. 
Amparo en revisión 1541/88. Celso Pérez Sandi Pintado. 10 de febrero de 
1989. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José Manuel Villagordoa 
Lozano. Secretario: Agustín Urdapilleta. 
Texto de la tesis aprobado por la Tercera Sala, en sesión de trece de 
febrero de mil novecientos ochenta y nueve, por cinco votos de los 
señores ministros: Presidente Sergio Hugo Chapital Gutiérrez, 
Mariano Azuela Güitrón, Salvador Rocha Díaz, José Manuel Villagordoa 
Lozano e Ignacio Magaña Cárdenas.” 

Finalmente, atendiendo al principio de presunción de inocencia, la carga 

de la prueba sobre el daño o perjuicio causado al erario público recae en la 

autoridad, teniendo la obligación de presentar las pruebas que acrediten la 

existencia de las faltas administrativas graves consistentes en Cohecho, 

Peculado, Desvió de Recursos Públicos y Abuso de Funciones, es decir, 

demuestre la responsabilidad del probable responsable, lo que implica que este 

último no está obligado a probar su inocencia, derivado de que tiene reconocida 

tal calidad a priori. 

Presunción de inocencia como principio rector del derecho que debe ser 

aplicable en todos los procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna 

pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, derecho 

fundamental de toda persona, reconocible a quienes pudiesen estar sometidos 

a un procedimiento administrativo sancionador y, en consecuencia, soportar el 

poder correctivo del Estado, a través de autoridad competente. En ese sentido 

el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento 

administrativo sancionador, debido a la naturaleza gravosa, por la calidad de 

inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo 

resultado pudiera surgir una pena o sanción cuya consecuencia procesal, en 
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otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho 

al debido proceso. 

Sirve de apoyo a lo anterior la Tesis P./J. 43/2014 (10a.), Tipo 

Jurisprudencia, con Número de Registro Digital 2006590, Décima Época, 

materia Constitucional-Administrativa, Instancia: Pleno, Fuente: Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Tomo I, Libro 7, Junio de 2014, Página: 

41, cuyo texto y epígrafe a la letra establece: 

“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES 
O MODULACIONES. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en la tesis aislada P. XXXV/2002, sostuvo que, de la 
interpretación armónica y sistemática de los artículos 14, párrafo 
segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo 
primero y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la 
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 
2008), deriva implícitamente el principio de presunción de inocencia; el 
cual se contiene de modo expreso en los diversos artículos 8, numeral 2, 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, 
numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 
de ahí que, al ser acordes dichos preceptos -porque tienden a especificar 
y a hacer efectiva la presunción de inocencia-, deben interpretarse de 
modo sistemático, a fin de hacer valer para los gobernados la 
interpretación más favorable que permita una mejor impartición de justicia 
de conformidad con el numeral 1o. constitucional. Ahora bien, uno de 
los principios rectores del derecho, que debe ser aplicable en todos los 
procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción 
como resultado de la facultad punitiva del Estado, es el de presunción de 
inocencia como derecho fundamental de toda persona, aplicable y 
reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento 
administrativo sancionador y, en consecuencia, soportar el poder 
correctivo del Estado, a través de autoridad competente. En ese sentido, 
el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento 
administrativo sancionador -con matices o modulaciones, según el caso- 
debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona 
que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera 
surgir una pena o sanción cuya consecuencia procesal, entre otras, es 
desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al 
debido proceso. 
Contradicción de tesis 200/2013. Entre las sustentadas por la Primera y 
la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 28 de 
enero de 2014. Mayoría de nueve votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, 
José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Sergio A. Valls Hernández, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Juan N. Silva Meza; votaron en contra: Luis 
María Aguilar Morales y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz. 
Tesis y/o criterios contendientes: 
Tesis 1a. XCIII/2013 (10a.), de rubro: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. 
LA APLICACIÓN DE ESTE DERECHO A LOS PROCEDIMIENTOS 
ADMINISTRATIVOS SANCIONADORES DEBE REALIZARSE CON 
LAS MODULACIONES NECESARIAS PARA SER COMPATIBLE CON 
EL CONTEXTO AL QUE SE PRETENDE APLICAR.", aprobada por la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro XIX, Tomo 1, abril de 2013, página 968, 
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Tesis 1a. XCVII/2013 (10a.), de rubro: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. 
EL ARTÍCULO 61 DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR DEL 
ESTADO DE MORELOS, NO VULNERA ESTE DERECHO EN SUS 
VERTIENTES DE REGLA DE TRATAMIENTO, REGLA PROBATORIA 
Y ESTÁNDAR DE PRUEBA.", aprobada por la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 1, 
abril de 2013, página 967, 
Tesis 2a. XC/2012 (10a.), de rubro: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. 
CONSTITUYE UN PRINCIPIO CONSTITUCIONAL APLICABLE 
EXCLUSIVAMENTE EN EL PROCEDIMIENTO PENAL.", aprobada por 
la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro XVI, Tomo 2, enero de 2013, página 1687, y 
Tesis 2a. XCI/2012 (10a.), de rubro: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. NO 
ES UN PRINCIPIO APLICABLE EN EL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO SANCIONADOR.", aprobada por la Segunda Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 2, 
enero de 2013, página 1688. 
El Tribunal Pleno, el veintiséis de mayo en curso, aprobó, con el número 
43/2014 (10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito 
Federal, a veintiséis de mayo de dos mil catorce. 
Nota: La tesis aislada P. XXXV/2002 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XVI, agosto de 2002, página 14, con el rubro: "PRESUNCIÓN DE 
INOCENCIA. EL PRINCIPIO RELATIVO SE CONTIENE DE MANERA 
IMPLÍCITA EN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL." 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de junio de 2014 a las 12:30 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de 
aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de junio de 2014, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013.” 
Criterio jurisprudencial anterior que, de igual forma, tiene aplicación la 

tesis I.4o.A.142 A (10a.), Tipo Aislada, con Registro Digital 2018342, Instancia 

Tribunales Colegiados de Circuito, Decima Época, Materia Administrativa, 

Fuente Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 60, Noviembre 

de 2018, Tomo III, Página 2306, en cuyo rubro y texto cita:  

“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA EN EL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. LA APLICACIÓN DE ESTE 
PRINCIPIO NO PUEDE CONDICIONARSE A LA MANIFESTACIÓN 
EXPRESA DEL PRESUNTO INFRACTOR, EN EL SENTIDO DE QUE 
NO COMETIÓ LA CONDUCTA REPROCHADA. El Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 43/2014 (10a.), 
de título y subtítulo: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO 
ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES.", sostuvo, en 
esencia, que el principio de presunción de inocencia es aplicable al 
procedimiento administrativo sancionador –con matices o modulaciones, 
según el caso–, por la calidad de inocente de la persona que debe 
reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una 
pena o sanción, cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la 
carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido 
proceso. Por tanto, la aplicación de dicho principio no puede 
condicionarse a la manifestación expresa del presunto infractor, en el 
sentido de que no cometió la conducta reprochada, al resguardarse en el 
Texto Constitucional como derecho fundamental a favor de toda persona, 
exigiendo que para toda autoridad y ante el procedimiento al que se le 
sujete, no se estimen verosímiles los cargos atribuidos al gobernado 
respecto a la comisión de una falta administrativa. Así, este principio 
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tendrá eficaz aplicación cuando el gobernado se enfrente a una 
acusación, cuyo propósito será el límite a la potestad represiva del Estado 
en ejercicio de su derecho punitivo; por lo que se concibe también como 
una garantía procesal en favor del imputado, dentro de todo 
enjuiciamiento o procedimiento administrativo. En estos términos, al ser 
un derecho fundamental, son irrenunciables su ejercicio y protección, por 
lo que su aplicación no puede estar sujeta a la manifestación del 
enjuiciado sino, por el contrario, implica que para imponer una sanción 
sea indispensable la certeza de la culpabilidad, ya que si lo que la motiva 
es una conducta, ante la duda de su existencia no hay razón para 
imponerla. 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO. 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo) 10/2018. Director General Adjunto Jurídico Contencioso, 
en ausencia del titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría 
de la Función Pública, encargado de la defensa jurídica de las 
resoluciones dictadas por el Titular del Área de Responsabilidades del 
Órgano Interno de Control en la Secretaría de Gobernación. 6 de 
septiembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron 
Petit. Secretario: Marco Antonio Pérez Meza. 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 43/2014 (10a.) citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de junio 
de 2014 a las 12:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 41. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de noviembre de 2018 a las 10:20 horas 
en el Semanario Judicial de la Federación.” 
De lo anterior esta Segunda Sala Instructora y toda vez que de las 

pruebas desahogadas y que obran dentro del expediente en estudio no se 

advierte que se haya hecho valer por las partes alguna causal de improcedencia 

o de sobreseimiento, en términos de los artículos 196 y 197 de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipio de Baja California 

Sur, es por lo que llega al convencimiento que no se encuentra plenamente 

acreditada la existencia de la comisión de faltas administrativas graves 

(responsabilidad administrativa) que se le instruyen a *************************** 

en el desempeño de la función de Primer Visitador General de la Comisión de 

los Derechos Humanos de Baja California Sur, consistentes en Cohecho, 

Peculado, Desvió de Recursos Públicos y Abuso de Funciones y que según la 

Unidad de Investigación del Órgano Interno de Control de la Comisión Estatal 

de los Derechos Humanos de Baja California Sur, se encuentra contempladas 

en los artículos 51, 52, 53 y 57 de la Ley de Responsabilidades Administrativas 

del Estado y Municipios de Baja California Sur. 

Esto es, del cumulo de constancias que obran dentro del expediente de 

responsabilidad administrativa en estudio, no se advierte de la existencia de la 

comisión de falta administrativa grave de la que se desprenda el incumplimiento 

en la comprobación de viáticos por parte de ***************************, como 

Primer Visitador General de la Comisión de los Derechos Humanos de Baja 

California Sur. 

Por lo que, al no entrar al estudio de fondo de los elementos que pudieran 

acreditar la conducta seguida en contra de ***************************, como 
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Primer Visitador General de la Comisión de los Derechos Humanos de Baja 

California Sur, por lo que resulta no tener por acreditada la comisión de faltas 

administrativas graves (responsabilidad administrativa de mérito) que se le 

instruyen, ello obedece de igual forma, a que solo se exhibieron copias simples 

a las cuales en argumentos que anteceden esta Segunda Sala ha hecho 

referencia, y que con ello pueda derivar una actuación en sentido negativo por 

parte del servidor público en mención, esto es, a una acción u omisión respecto 

de una obligación de hacer, es decir, no basta con que el servidor público 

presunto responsable no haya incumplido en la comprobación de viáticos 

respeto a diversas comisiones llevadas a cabo de junio de dos mil diecinueve a 

febrero de dos mil veinte. 

Al no resultar plenamente acreditada la existencia de la comisión de 

faltas administrativas que se le atribuyen a ***************************, en su 

carácter de Primer Visitador General de la Comisión de los Derechos Humanos 

de Baja California Sur, por lo que en consecuencia esta Segunda Sala 

Instructora del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Baja California 

Sur, como autoridad resolutora, en este estadio procesal determina no ha lugar 

imponer sanción administrativa alguna al presunto responsable. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se: 

R E S U E L V E : 

PRIMERO: No se acredita la comisión de las faltas administrativas 

que se le atribuyen a *************************** como servidor público en función 

de Primer Visitador General de la Comisión de los Derechos Humanos de Baja 

California Sur, por los motivos expuestos en la presente resolución.  

SEGUNDO: En consecuencia, no ha lugar imponer sanción 

administrativa a ***************************, como servidor público en función de 

Primer Visitador General de la Comisión de los Derechos Humanos de Baja 

California Sur, por los motivos expuestos en la presente resolución.  

TERCERO.- Notifíquese personalmente a las partes. 

Así lo resolvió y firma el Licenciado RAMIRO ULISES CONTRERAS 

CONTRERAS, Magistrado Instructor de la Segunda Sala del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, ante el Licenciado 

Érick Omar Chávez Barraza, Secretario de Estudio y Cuenta, con quien actúa y 

da fe.  Doy fe. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - Dos Firmas ilegibles.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - Esta Segunda Sala del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Baja California Sur, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 28, 29 
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fracciones III y IV, 106, 112 fracción III, 113 Y 119 de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Estado de Baja California Sur; artículos 1 y 

3, fracciones VIII y IX, de la Ley de Protección de datos Personales en Posesión 

de Sujetos Obligados para el Estado de Baja California Sur; así como, el 

Lineamiento Séptimo fracción I y Lineamiento Trigésimo Octavo fracciones I y 

II, y Cuadragésimo de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación 

y Desclasificación de la Información, para la Elaboración de Versiones Públicas; 

indica que fueron suprimidos de la versión pública de la presente sentencia el 

nombre de las partes y el de los terceros ajenos a juicio. Información 

considerada legalmente como confidencial, por actualizar lo señalado en dichos 

supuestos normativos. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

 


